	Fecha
	9 de marzo de 1932
	Sesión número
	13

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Irene Moraga

	Tutelado: Rodrigo Jiménez Cortés

	Recurrido: Alcalde Primero de lo Penal de San José

	Objeto del recurso: La recurrente reclama la detención del tutelado, sin motivo aparente.

	Respuesta del recurrido: El tutelado participó en la venta de artículos robados.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (detención justificada).


N° 13
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA verificada a las dos y treinta y cinco minutos de la tarde del nueve de marzo de mil novecientos treinta y dos, con asistencia de los señores Magistrados: Oreamuno (Presidente), Trejos, Dávila, Vargas Pacheco, Guardia, Solórzano, Álvarez, Guzmán, Castro y Conjueces Licenciados José Joaquín Chaverri Zúñiga y Emiliano Odio Méndez.
Artículo II
Examinado el recurso de Hábeas Corpus interpuesto por la señora IRENE MORAGA, único apellido, a favor de su esposo RODRIGO JIMÉNEZ CORTÉS, en que dice que éste se encuentra preso e incomunicado desde el viernes diez y nueve de febrero último, a la orden de la Investigación, en la Penitenciaría, donde fue recibido fuera de lo establecido por la ley, pues a ese penal no debe mandarse a persona alguna si no es en virtud de orden escrita de Juez que indique la razón del caso; por lo que pide se haga cesar la detención de su marido. En el informe dado por el Alcalde Primero de lo Penal, Licenciado Alfredo Fernández Iglesias, éste expone que el lunes siete del mes en curso, como a las cinco de la tarde, recibió a Rodrigo Jiménez, único apellido, o Jiménez Benítez, y lo remitió a la Cárcel Pública de Varones de esta ciudad, incomunicado mientras se le recibía la declaración indagatoria; que ésta la recibió al siguiente día a las diez y quince minutos de la mañana, y a las diez y cuarenta y cinco minutos de ese día decretó su detención por haber participado en la venta de unas botellas de licor provenientes de una substracción habida en el establecimiento comercial “La España” de Luis Martínez Arriaga, según su propia confesión, y además, por los indicios que obran en contra de él, constantes en el oficio de la Oficina de Investigación. Se acordó declarar sin lugar el recurso, por no encontrarse en ninguno de los casos de la respectiva ley.
